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Sandra Hincapié*

Introducción 

En el informe anual del Banco Mundial, 
Global Economic Prospects for 2021 so-
bre los efectos de la pandemia por Covid, 
el actual presidente del Grupo Banco Mun-
dial David Malpass aseguró que la econo-
mía global tardará en recuperarse e hizo én-
fasis en el papel que las inversiones futuras 
tendrán para encausarla:

Hacer las inversiones adecuadas ahora es vi-
tal tanto para apoyar la recuperación cuando 
se necesita con urgencia como para fomen-
tar la resiliencia. Nuestra respuesta a la crisis 
pandémica hoy moldeará nuestro futuro co-

mún en los próximos años. Debemos aprove-
char la oportunidad para sentar las bases de 
una economía mundial duradera, equitativa 
y sostenible. (MALPASS, 2021: XVI). 

¿Qué significado puede tener el llamado 
a las “inversiones adecuadas” en el actual 
contexto de cambio climático y crisis am-
biental global? 

La respuesta a esta pregunta es funda-
mental para determinar el futuro de los eco-
sistemas más importantes del planeta que 
son nuestros bienes comunes. Entre 2017 
y 2019 inversiones de los grandes gru-
pos financieros BlackRock, JPMorgan Cha-
se, Goldman Sachs, Citigroup, HSBC fueron 

* Universidad de Guadalajara (UdeG), Guadalajara, México. E-mail: sandramiled@gmail.com. ORCID: ht-
tps://orcid.org/0000-0003-3409-0836.



632 Rev. Pós Ciênc. Soc., São Luís, v.19, n.3, 631-648, set/dez, 2022

destinados al financiamiento de proyectos 
de extracción petrolera, que afectan más de 
30 millones de hectáreas de los bosques del 
occidente del Amazonas en las fronteras en-
tre Colombia, Ecuador y Perú, y cuyo desti-
no principal es California (Robertson, 2020). 
En la medida que somos testigos de las gra-
ves consecuencias económicas y sociales de 
la trayectoria de depredación y la ineficacia 
de la gobernanza ambiental global, los di-
versos colectivos, organizaciones sociales y 
comunitarias localizados y en red, han exi-
gido la protección efectiva de ecosistemas 
estratégicos en toda América Latina.

Las ciudades de todo el mundo están 
siendo escenario de este tipo de moviliza-
ciones climáticas, como también de las con-
secuencias de la degradación medioambien-
tal global, que hace evidente la urgencia de 
integrar los procesos de protección de eco-
sistemas como parte de los intereses estraté-
gicos de la sociedad global. ¿Será el Banco 
Mundial un apoyo eficaz y coherente en es-
te propósito?   

Este artículo está dedicado a analizar el 
papel que han tenido los derechos humanos 
en movilizaciones climáticas urbanas pa-
ra la protección de ecosistemas de páramos 
característicos de la Cordillera de los Andes. 
Específicamente examino el comportamien-
to y prácticas en los mecanismos de trans-
parencia/rendición de cuentas y arbitraje del 
Banco Mundial, a través de un estudio de 
caso de acción climática donde profundizo 
en el análisis de la movilización sociolegal a 
nivel interno con dinámicas de movilización 
transnacional y los mecanismos extraterri-
toriales de resolución de conflictos. 

Argumento que las contradicciones en-
tre los mecanismos de transparencia/rendi-
ción de cuentas y arbitraje del Banco Mun-
dial, desincentivan la protección de ecosis-
temas estratégicos. Lo anterior es así en la 

medida que litigios climáticos y dinámicas 
de movilización sociolegal a nivel nacional 
que han logrado avances normativos en la 
protección de ecosistemas, han sido pues-
tos en cuestión o rebasados por las prácticas 
económicas legales de empresas transnacio-
nales y de organizaciones multinacionales 
que contradicen sus propósitos de protecci-
ón de derechos humanos y cuidado medio-
ambiental global. 

1. Movilización climática por 
bienes comunes     

La movilización climática hace referen-
cia a procesos sociopolíticos de acción co-
lectiva relacionadas con causas relativas 
al cambio climático y la degradación me-
dioambiental que lo ocasiona. Por lo gene-
ral estos procesos están enmarcados en di-
námicas de conflictos socioambientales en 
muy diversas escalas, que incluyen movi-
lizaciones sociolegales como parte esencial 
de las estrategias de actuación. 

La movilización climática en todo el 
mundo está recurriendo cada vez más al li-
tigo estratégico, como recurso de moviliza-
ción fundamental para el logro de sus obje-
tivos. El Programa de Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente (PNUMA) así como di-
versos centros de investigación, han docu-
mentado el aumento significativo de los li-
tigios climáticos, especialmente durante los 
últimos cuatro años (PNUMA, 2021; SET-
ZER; HIGHAM, 2021).    

Hasta ahora, la movilización sociolegal 
en derechos humanos cuenta con impor-
tantes estudios e investigaciones que de-
muestran, de manera general, cómo el de-
recho, el lenguaje jurídico o los efectos ju-
diciales pueden resultar un apoyo efectivo a 
las demandas sociales y las acciones colec-
tivas (TSUTSUI; LIN, 2012; GARTH, 2008; 
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McCANN, 2006; KECK; SIKKINK, 1998). En 
América Latina durante las dos últimas dé-
cadas los conflictos socioambientales se han 
extendido, especialmente aquellos relacio-
nados con dinámicas de extractivas; en es-
te contexto las ideas de los derechos huma-
nos han sido apropiadas en la movilización 
sociolegal por amplios colectivos, organi-
zaciones sociales y comunitarias, las cuales 
han activado diversos mecanismos de con-
testación e institucionalización para la pro-
tección de sus derechos (HINCAPIÉ, 2017a, 
2018, 2020). 

Estos procesos de movilización sociole-
gal y acción colectiva extendidas, se inscri-
ben dentro de patrones de intensiva extrac-
ción y explotación de recursos naturales fi-
nitos, exacerbadas por la apuesta al cambio 
tecnológico que demanda enormes cantida-
des de minerales y energía (MARTÍNEZ-A-
LIER; WALTERS, 2015; GUDYNAS, 2013, 
2014, 2017; ACOSTA, 2012). Esta depen-
dencia de recursos naturales que son fini-
tos y están concentrados en enormes yaci-
mientos en Latinoamérica, ha llevado a la 
configuración de mecanismos de expropia-
ción, expulsión y acaparamiento mediante 
una serie de recursos políticos que combi-
nan medidas legales, ilegales y toda una se-
rie de graves violaciones de derechos huma-
nos (SASSEN, 2015).

Al analizar amplios volúmenes de infor-
mación, hemos identificado patrones de se-
cuencias autoreproductivos en los eventos 
de adecuación estatal para la expansión ex-
tractivista antes, durante y después de lle-
vados a cabo los proyectos. Dichos patrones 
tienen como característica común subya-
cente la concentración e imposición de las 
decisiones, la opacidad y el favorecimiento 
de intereses privados en detrimento de los 
intereses públicos, limitando accesos a di-
seños y recursos públicos disponibles, man-

teniendo los privilegios de élites, con graves 
consecuencias para el equilibrio ecosistémi-
co de los territorios, derivadas del despojo 
intensivo en la extracción de recursos (HIN-
CAPIÉ, 2018; HINCAPÍÉ; VERDUGO, 2020). 

A pesar de lo anterior, la movilización y 
acción colectiva urbana de colectivos y or-
ganizaciones sociales articuladas y en red, 
ha logrado configurar un escenario de ex-
posición de realidades de despojo en la dis-
puta por bienes y servicios que ofrece la na-
turaleza. A través de la difusión de informa-
ción se ha expandido una mayor conscien-
cia sobre nuestra dependencia de elemen-
tos vitales para la vida como el agua, la im-
portancia de la calidad del aire, los procesos 
que los hacen posibles y las consecuencias 
asociadas a las prácticas de apropiación pri-
vada de los mismos.

Hasta ahora la concepción de los “co-
munes” dentro del activismo legal en dere-
chos humanos, ha estado unida principal-
mente a la demanda por el respeto a las for-
mas de vida propias de comunidades origi-
narias, especialmente indígenas, basadas en 
propiedades colectivas y formas ancestrales 
de administración de los bienes y servicios 
de la naturaleza en sus territorios (HINCA-
PÍÉ, 2017a; 2018, 2022). En ese sentido el 
activismo en derechos humanos, así como 
la movilización sociolegal ha logrado el re-
conocimiento normativo de sus derechos 
colectivos a través de la reivindicación de 
mecanismos internacionales como el Con-
venio 169 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, apropiado de diversas ma-
neras dentro de las dinámicas de resisten-
cia y movilización sociolegal (STAVENHA-
GEN, 1990, 1996, 2010, 2013; ZAFFARONI, 
2011; ACOSTA; MARTÍNEZ, 2011). 

Más allá de las reivindicaciones de co-
munidades originarias, en las ciudades se 
está desarrollando un amplio debate en la 
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relación entre bienes comunes, el derecho 
a la ciudad y al medio ambiente sano. En 
primera instancia, la idea de bienes comu-
nes tal y como fue establecida con éxito por 
Elionor Ostrom en las últimas décadas,1 ha 
tenido gran incidencia como agenda de in-
vestigación, lineamientos de acción colecti-
va y dinámicas institucionales. Para Ostrom 
los bienes comunes son recursos de uso 
común, que para este caso específico ha-
cen referencia a recursos naturales (ya que 
hay bienes comunes hechos por el hombre), 
agotables, rivales, escasos, con altos costos 
de exclusión y sujetos a reglas justas para el 
acceso limitado (OSTROM, 2000, 2002).

En un contexto de alta presión por los 
bienes y servicios de la naturaleza en Amé-
rica Latina, tierra productiva, bosques y mi-
nerales esenciales para el metabolismo so-
cial y la transición energética, son intensos 
los conflictos distributivos sobre su  uso, re-
glamentación y apropiación. La gran ga-
ma de posibilidades son parte de los dile-
mas públicos a los cuales nos enfrentamos, 
desde maneras más o menos democráti-
cas, o formas privadas de apropiación ra-
dicalmente excluyentes como el usufructo 
de empresas multinacionales, declaraciones 
de áreas naturales protegidas, hasta empre-
sas de ecoturismo dedicadas a la conserva-
ción, así como administración comunitaria 
derivada del reconocimiento de la tenencia 
ancestral de comunidades indígenas y cam-
pesinas, entre muchas otra formas y figuras 
legales (BOLLIER, 2008; SVAMPA, 2012; 
GUDYNAS, 2013; HINCAPIE, 2022). 

La movilización sociolegal para la pro-
tección de ecosistemas estratégicos a nivel 

regional ha sido claramente establecida en 
escenarios como el Sistema Interamerica-
no y específicamente ante la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos desde 
1997. Las investigaciones han determinado 
una tendencia ascendente en la movilizaci-
ón y denuncias sobre la depredación, despo-
jo o apropiación indebida de estos ecosiste-
mas, debido a la afectación directa de dere-
chos humanos (HINCAPÍÉ, 2018). Lamenta-
blemente, a pesar de la intensa y ascendente 
movilización transnacional ante el Sistema 
Interamericano y la amplia gama de medi-
das que han sido dictadas sobre casos parti-
culares, tanto por la Comisión Interamerica-
na como por la Corte Interamericana, las di-
námicas de expoliación, despojo y destruc-
ción siguen en aumento, como en el caso de 
la región Panamazónica que incluye territo-
rios de nueve países (CIDH, 2019). 

A nivel estatal y en términos compara-
dos regionalmente, el caso colombiano se 
destaca por el uso estratégico de la movi-
lización sociolegal por derechos humanos 
en conflictos socioambientales. Estos pro-
cesos están claramente en la línea de liti-
gios climáticos y configuran nuevas formas 
de acción colectiva, activando dispositivos 
institucionales de participación/contesta-
ción, presión por legislación protectora de 
ecosistemas estratégicos y defensa de bienes 
comunes específicos como áreas naturales 
protegidas (HINCAPÍÉ, 2020: 2022).

En el siguiente apartado presento el es-
tudio de caso de la movilización climática 
urbana en torno a la defensa de los ecosiste-
mas de páramos en Colombia y específica-
mente del Páramo de Santurbán. Metodoló-

1. Vamos a dejar de lado, ya que trasciende los objetivos de este artículo, los antecedentes de la relación 
entre bienes comunes, bienes públicos y acción colectiva que se remontan a Olson y dieron origen a di-
versas líneas de investigación y análisis tanto en la sociología como en la ciencia política (OLSON, 1992).  
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gicamente, describo el proceso por coyuntu-
ras críticas que marcaron hitos de la acción 
colectiva a diferente nivel, estudio la relaci-
ón entre actores, lógicas de acción colecti-
va, estrategias directas e indirectas, lengua-
jes de valoración y transversalmente el pa-
pel que juegan los derechos humanos como 
dispositivo multidimensional con diferentes 
grados de apropiación y sus consecuencias 
para la protección de los comunes.

2. Agua y Páramos: la activación climática 
urbana por bienes comunes   

Aparentemente un caso de movilización 
climática pareciera ser uno más en la muy 
extensa lista de conflictos socioambientales 
que a todo lo largo y ancho de América se 
están llevando a cabo por parte de comu-
nidades locales frente a proyectos extracti-
vos. Sin embargo, este proceso de moviliza-
ción climática urbana es un caso paradig-
mático, que permite adentrarnos en la com-
plejidad de los procesos, trazar nuevas rutas 
de análisis y posibilidades de acción colecti-
va señalando los nuevos desafíos de urgen-
te intervención. 

La movilización climática urbana en tor-
no al Páramo de Santurbán en Colombia 
abrió en la última década un escenario de 
movilización nacional por bienes comunes 
y dinámicas socioambientales, que hasta 
entonces habían permanecido oscurecidas 
dada la centralidad e interés público en el 
conflicto político armado y sus dinámicas 
intermitentes de escalonamiento, procesos 
inconclusos de paz e intentos de pacificación 
localizadas y parciales (HINCAPÍÉ; LOPEZ, 
2016; HINCAPÍÉ, 2017b; PARRA-ROMERO; 
GITAHY, 2017; TIBOCHA, 2019; MÉNDEZ 
et al., 2020). 

La acción colectiva de organizaciones 
y grupos ambientalistas urbanos empezó a 

hacer visible cómo en la ciudad se escenifi-
can las consecuencias ambientales deriva-
das de condiciones de exclusión, caracteri-
zadas por el despojo, la apropiación privada 
y concentrada de tierras y bienes comunes, 
entre otros (HINCAPÍÉ, 2020). Aunque di-
versos colectivos ambientalistas se reunían 
y trabajaban juntos en torno a las dinámicas 
del Páramo de Santurbán varios años atrás, 
podemos identificar la primera coyuntura 
crítica entre los años 2010 y 2011, cuando 
las acciones colectivas comenzaron a hacer-
se visibles en el nivel nacional, con una se-
rie de movilizaciones masivas pacíficas por 
las calles de la ciudad, caracterizadas por su 
civismo y alta convocatoria, sumadas a fo-
ros temáticos y audiencias públicas. La or-
ganización de la acción colectiva, encabe-
zada por el Comité para la Defensa del Agua 
y el Páramo de Santurbán, consiguió comu-
nicar y difundir de manera efectiva los gra-
ves riesgos asociados a los proyectos de ex-
plotación megaminera por parte de multi-
nacionales que ya habían iniciado los pro-
cesos de exploración. 

Por primera vez en el país, una acci-
ón colectiva urbana de carácter ambiental, 
convertida en un proceso de movilización 
regional, solicitó de manera formal la rea-
lización de una Consulta Popular local, co-
mo un mecanismo directo de participación 
ciudadana validado constitucionalmente. 
En este caso la Consulta Popular local se-
ría utilizada para decidir sobre la realizaci-
ón de proyectos megamineros en el Páramo 
de Santurbán como ejercicio de democracia 
ambiental territorial (HINCAPÍÉ, 2017b). El 
momento de auge de esta primera coyuntu-
ra ocurrió durante el 2011, cuando se lle-
vó a cabo la Gran Marcha Defendamos el 
Agua de Bucaramanga en 2011 que reunió 
más de 50 mil personas y se convirtió en 
referente de la movilización ambiental en 
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Colombia, exigiendo la consulta popular y 
la defensa del Páramo.

Aunque la convocatoria de consulta po-
pular local fue negada por los tribunales re-
gionales, la contundencia de la acción co-
lectiva durante esta primera coyuntura de 
movilización logró que la empresa multi-
nacional Greystar Resources, con capita-
les de la Corporación Financiera Interna-
cional del Banco Mundial, retirara la pro-
puesta inicial de su proyecto Angostura 
con explotación a cielo abierto en el Pára-
mo (MARTÍNEZ, 2014).

Es importante destacar aquí que, la ini-
ciativa de solicitar por primera vez en la 
historia del país un mecanismo directo de 
participación democrática, como es la Con-
sulta Popular Local, para decidir sobre te-
mas ambientales, marcó la apertura a nivel 
nacional de un ciclo intenso de moviliza-
ción por la participación ambiental local a 
través de mecanismos de democracia direc-
ta en defensa de bienes comunes (HINCA-
PÍÉ. 2017b; 2020). 

A partir de allí, en una segunda coyun-
tura crítica de los procesos de movilizaci-
ón, diversas acciones colectivas localizadas 
en torno a los ecosistemas de páramos del 
país, comenzaron un proceso de articulaci-
ón, movilización sociolegal y presión polí-
tica, ante distintas instituciones estatales y 
sectores de gobierno, que permitiera su pro-
tección como bienes comunes, cuya impor-
tancia estratégica precisa ser protegidas for-
malmente frente a intereses privados. 

En ese sentido el Instituto Alexander 
Von Humboldt realizó diversos estudios 
que actualizaron el conocimiento sobre los 
ecosistemas de páramos del país. Gracias 
a dichos estudios sabemos que Colombia 
conserva el 49% de los páramos del mun-
do, gracias a 37 sistemas de páramos ex-
tendidos por las tres cordilleras de los An-

des y ubicados principalmente en 7 depar-
tamentos. Ecosistemas únicos en el plane-
ta, los páramos permiten la condensaci-
ón de la humedad retienen y redistribuyen 
el agua a través de su entramado bióti-
co, gracias a su gran producción de agua 
permite proveer el consumo del 70% de la 
población del país. Además de los anterior, 
los páramos tienen una gran capacidad pa-
ra capturar carbono de la atmósfera, mayor 
que la de los bosques húmedos tropicales, 
transformando el carbono en materia or-
gánica (SARMIENTO, et al., 2013). 

Para el caso específico que nos ocupa, 
el punto de auge de esta segunda coyuntura 
ocurrió en enero de 2013, cuando se hizo ofi-
cial el Acuerdo No. 1236 del Consejo Direc-
tivo de la Corporación Autónoma Regional 
para la Defensa de la Meseta de Bucaraman-
ga, que declaró el Parque Natural Regional 
Páramo de Santurbán con una delimitación 
11.700 hectáreas. La declaratoria de Parque 
Natural se inscribe dentro de las figuras 
institucionales establecidas, como derechos 
constitucionales y obligaciones del Estado, 
para salvaguardar áreas de especial valor 
ecológico y preservación de la diversidad 
mediante las diferentes categorías de Áreas 
Naturales Protegidas. 

La tercera coyuntura crítica del pro-
ceso de movilización se dio en torno a la 
delimitación establecida en la declarato-
ria de Área Natural Protegida como Par-
que Natural Regional Páramo de Santur-
bán, la cual dejó por fuera zonas de pára-
mo que requieren la misma protección es-
pecial, debido a su importancia estratégica 
en el abastecimiento de agua de más de 20 
municipios. Fue así como las movilizacio-
nes en torno a la defensa del Área Natu-
ral Protegida (ANP) Páramo de Santurbán 
continuaron, ya que se hicieron públicos 
los proyectos de nuevas multinacionales 
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inversionistas como Leyhat, Aux Gold y la 
continuidad del proyecto Angostura de la 
empresa Greystar, que cambió su nombre 
a Eco Oro Minerals, para hacer explotacio-
nes por medio de minas subterráneas, po-
sibles con la delimitación que había sido 
autorizada de la ANP. 

El gobierno nacional respondió a la ac-
ción colectiva, comprometiéndose a llevar 
a cabo una nueva delimitación del Pára-
mo que cuidara su ecosistema, garantizando 
preservar las fuentes de agua frente a cual-
quier proyecto extractivo. En 2014 las auto-
ridades correspondientes diseñaron una de-
limitación del páramo y la hicieron oficial a 
través de la Resolución 2090. De nuevo, la 
acción colectiva organizada alrededor de la 
protección del ANP Páramo de Santurbán, 
calificó la delimitación llevada a cabo por 
las autoridades oficiales como una imposi-
ción restrictiva de estudios técnicos, que no 
habían considerado las comunidades de la 
región directamente afectadas. En 2015, la 
Defensoría del Pueblo informó que 364 tí-
tulos mineros habían sido otorgados en zo-
nas de páramos, de los cuales más de la mi-
tad estaban en fase de explotación o a pun-
to de ser explotados (Defensoría del Pueblo 
de Colombia, 2015, p. 148).

La acción colectiva alrededor de la ANP 
Páramo de Santurbán impulsó dos procesos 
de movilización sociolegal directo e indirec-
to. En el primero de ellos, el proceso de mo-
vilización sociolegal directa se llevó a ca-
bo por medio de una acción de tutela, in-
vocando el derecho a la participación am-
biental en la delimitación del ecosistema de 
Páramo. Esta acción legal se constituyó en 
la primera en su tipo en el país, al exigir 
participación ciudadana para la delimitaci-
ón de un Área Natural Protegida, que hasta 
entonces había sido un dominio de técnicos 
especialistas. 

Por su parte, la movilización sociolegal 
indirecta, fue posible gracias a la conver-
gencia y articulación lograda a nivel nacio-
nal en torno a la defensa de los páramos, a 
través de procesos frenos y contrapesos de-
sarrollados en el escenario legislativos y la 
Corte Constitucional. Algunos representan-
tes y senadores del Congreso de la Repúbli-
ca apoyaron la movilización climática pa-
ra la protección de los páramos, y argumen-
tando su importancia estratégica demanda-
ron, junto a otros argumentos, el Plan de 
Desarrollo (2014-2018) del gobierno de Ju-
an Manuel Santos por inconstitucionalidad 
ante la Corte Constitucional. En la extensa 
argumentación de la demanda, contribuye-
ron diversas facultades de derecho del país, 
colectivos y organizaciones sociales, así co-
mo el partido de izquierda Polo Democráti-
co, que lideró la propuesta de inconstitucio-
nalidad en el Congreso de la República. Bá-
sicamente, la demanda giró en torno a tres 
ejes sobre los cuales fue articulado el fallo 
de la Corte: el primero hace referencia a la 
creación y ampliación de Áreas de Reserva 
Estratégica Minera; la segunda al Sistema 
de Proyectos de Interés Nacional y Estraté-
gico; y la tercera hace referencia puntual al 
artículo 173 del Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) que regulaba las actividades mineras 
en ecosistemas de páramos. 

Sobre el caso particular, la histórica sen-
tencia C-035 del 8 de febrero de 2016 decla-
ró inconstitucional el artículo 173 que per-
mitía actividades mineras en páramos. Más 
importante aún, la Corte Constitucional de-
claró la prevalencia de la protección del 
medioambiente frente a derechos económi-
cos adquiridos por particulares por medio 
de licencias ambientales y/o contratos de 
concesión, dejando sin piso legal 347 licen-
cias que habían sido otorgadas a empresas 
mineras en diferentes páramos del país. Lo 
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anterior es particularmente importante en la 
medida que estableció, por un lado, el prin-
cipio de precaución como medida para evi-
tar el daño a los recursos naturales no reno-
vables, a la salud humana y, por otro lado, 
la preminencia del deber del Estado de con-
servar áreas de importancia ecológica como 
las Áreas Naturales Protegidas frente a la li-
bertad económica y derechos de particula-
res. Específicamente la Corte Constitucional 
subrayó la importancia de los ecosistemas 
de páramos para garantizar el acceso al de-
recho humano al agua, ya que cumplen una 
función de regulación fundamental del ci-
clo del agua potable y de alta calidad para 
el consumo humano del 70% de la poblaci-
ón colombiana (Corte Constitucional de Co-
lombia, 2016). 

Por otra parte, la acción de tutela que ha-
bía sido presentada como estrategia de mo-
vilización sociolegal directa frente al proce-
dimiento para la delimitación del Páramo de 
Santurbán, llegó hasta la Corte Constitucio-
nal y permitió la Sentencia T-361 de 2017. 
En esta sentencia la Corte dejó sin efectos la 
Resolución 2090 de 2014, que establecía el 
proceso de delimitación del Páramo, al con-
siderar que vulneró el derecho a la partici-
pación ambiental establecido en los artícu-
los 2 y 79 de la Constitución Política. En es-
te fallo la Corte ordenó al Ministerio de Me-
dio Ambiente y Desarrollo Sostenible llevar 
a cabo una nueva delimitación respetando 
los derechos de la ciudadanía. Adicional-
mente, la Corte estableció que el Ministerio 
de Ambiente tendría que preferir siempre el 
criterio de delimitación que mayor protecci-
ón brinde al ecosistema de páramos, aten-
diendo los conceptos emitidos por entida-
des estatales especializadas como el Institu-
to Alexander Von Humboldt.

El fallo de la Corte Constitucional de Co-
lombia selló el éxito de la movilización so-

ciolegal para la protección de páramos en el 
país y dejó claro que la participación am-
biental es fundamental a la hora de proteger 
ecosistemas estratégicos, que no se limita a 
escuchar la opinión, sino también, a llegar 
a un acuerdo razonado donde prima el in-
terés general y el consentimiento previo, li-
bre e informado de las comunidades locales 
y la ciudadanía (Corte Constitucional de Co-
lombia, 2017). 

La exigencia de participación ambien-
tal cada vez cobra un lugar más destaca-
do en las acciones colectivas de moviliza-
ción climática, derivadas del conocimien-
to cada vez mayor sobre las implicaciones 
y consecuencias que las intervenciones de 
grandes proyectos extractivos producen en 
las fuentes de agua, aire, y suelos. Quiénes 
y cómo participan en la definición y voca-
ción de los territorios, así como la posibili-
dad de decidir sobre cada proyecto, cobra 
relevancia estratégica en el actual contexto 
global de cambio climático y degradación 
ambiental, para asegurar la realización de 
los derechos humanos en sus componentes 
más básicos a la vida y la salud, siendo in-
terdependientes de la relación con la natu-
raleza y el medioambiente.  

3. Movilización transnacional: 
derechos humanos y cambio climático

 
En junio de 2012 como parte de las es-

trategias implementadas durante el segundo 
ciclo de movilización, en torno a la protec-
ción del Páramo de Santurbán por parte del 
Comité, se decidió emprender una moviliza-
ción sociolegal transnacional ante el Ban-
co Mundial como financiador del proyecto, 
apelando a las oficinas de transparencia y 
rendición de cuentas de la institución. Es-
pecíficamente, el Comité Ciudadano por la 
Páramo de Santurbán con el acompaña-
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miento de AIDA interpuso una acción fren-
te a la Oficina del Asesor de Cumplimien-
to Ombusmand o CAO.2 La CAO fue crea-
da en 1999 como mecanismo independiente 
por excelencia para la rendición de cuentas 
la responsabilidad social y ambiental de la 
Corporación Financiera Internacional (IFC) 
y del Organismo Multilateral de Garantía de 
Inversiones (MIGA) que son los “brazos fi-
nancieros” del Banco Mundial para el sector 
privado (CAO, 2013, p. 2). 

La CAO recibe las quejas y reclamacio-
nes por parte de la sociedad civil, organiza-
ciones independientes, comunidades o per-
sonas que se sienten afectadas por proyec-
tos derivados de inversiones de la IFC y el 
MIGA. En ese sentido, el Comité por el Agua 
y el Páramo de Santurbán apoyada por di-
versas organizaciones no gubernamentales 
como AIDA, presentaron sus quejas expre-
sando la preocupación por el impacto ad-
verso y los riesgos potenciales en la calidad 
y cantidad de agua potable, de llevarse a ca-
bo el proyecto Angostura para la explotaci-
ón de una mina de oro en el páramo, sien-
do la principal fuente de agua para la re-
gión. Así mismo, denunciaron el daño am-
biental irreparable al ecosistema de páramo 
de llevarse a cabo el proyecto, y su impor-
tancia en el contexto de degradación am-
biental y calentamiento global, lo que ha-
ce del proyecto un potencial violador de las 
políticas sociales y ambientales de la CFI, el 
cual no debió haber aprobado dicho proyec-
to para su financiación (CAO, 2016).

La CAO aceptó la denuncia para su es-
tudio y dio inicio a un proceso de evalua-
ción, que incluyó un estudio de campo por 
parte de un equipo de expertos en octubre 
de 2012. Durante la evaluación los expertos 

llevaron a cabo reuniones con las partes in-
teresadas, escucharon a los habitantes de la 
zona y organizaciones de la sociedad civil, 
así como a la empresa involucrada y autori-
dades competentes. El informe de evaluaci-
ón consideró poco conveniente continuar el 
proceso de resolución de conflictos transfi-
riendo el informe de evaluación a la funci-
ón de cumplimiento de la CAO en noviem-
bre de 2012.

La evaluación de cumplimiento es el 
procedimiento establecido por la CAO pa-
ra determinar la factibilidad de apertura de 
una investigación sobre el papel de la IFC 
en el proyecto. En junio de 2013 fue abierta 
la investigación de cumplimiento de la in-
versión de la IFC en Eco Oro, antes GreyS-
tar, y el informe final fue dado a conocer en 
agosto de 2016. 

El resultado de la investigación de cum-
plimiento realizado por la CAO, estableció 
que la CFI en su función de evaluadora de 
los impactos, factibilidad y riesgos de la in-
versión en el proyecto propuesto, sólo ana-
lizó los riesgos ambientales y sociales en las 
actividades de exploración que ya estaban 
planificadas por la empresa minera. En ese 
sentido: “Este enfoque permitió a la IFC to-
mar una participación accionaria en una 
empresa que planeaba desarrollar una mina 
para la cual el potencial para cumplir con 
las políticas ambientales y sociales de la IFC 
era incierto y potencialmente desafiante de-
bido a la sensibilidad ambiental de la ubica-
ción” (CAO, 2016). 

Por otro lado, la investigación tambi-
én destacó las omisiones de la CFI en regis-
trar y evaluar adecuadamente la capacidad 
y compromiso de Eco Oro con las acciones 
regulatorias y compromisos legales, ya que 

2. CAO por sus siglas en inglés: Compliance Advisor Ombudsman.
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fue multada por las autoridades ambientales 
regionales en 2010 debido al incumplimien-
to de requisitos obligatorios relativos al tra-
tamiento de “aguas ácidas” y deslizamien-
to de suelos. Todos estos elementos anterio-
res sumado a los impactos generados en el 
avance del proyecto crearon a juicio de los 
investigadores, “brechas importantes en la 
estrategia de participación” configurando 
un escenario en el que no quedaba clara “la 
comprensión de los miembros de la comu-
nidad afectada sobre los riesgos asociados 
con el proyecto (que incluían impactos po-
tenciales de la construcción y operación de 
una mina)” (CAO, 2016).

Este informe a todas luces negativo so-
bre el papel de la Corporación Financiera 
Internacional, demostró el incumplimiento 
de estándares formales del Banco Mundial 
frente a la financiación de proyectos mega-
mineros, específicamente para el caso del 
Proyecto Angostura por parte de Eco Oro. 
La publicación del informe de la CAO, se 
constituyó en un gran triunfo de la movili-
zación climática y sociolegal transnacional. 
Como respuesta al informe y en medio del 
contexto interno colombiano, derivado del 
fallo de la Corte Constitucional que prohi-
bía la actividad megaminera en páramos, el 
Banco Mundial decidió retirar el financia-
miento del Proyecto Angostura. 

Los mecanismos de transparencia/ren-
dición de cuentas del Banco Mundial y la 
movilización climática y soicolegal trans-
nacional para el caso de Santurbán, podría 
ejemplificar un caso paradigmático de res-
ponsabilidad social corporativa y financie-
ra trasnacional, contradiciendo las investi-
gaciones críticas al respecto (HELDT, 2018; 
PARK; KRAMMARZ, 2020). Sin embargo, el 
proceso sobre el Páramo de Santurbán to-
mó un giro inesperado en el escenario inter-
nacional cuando la empresa canadiense Eco 

Oro decidió emprender un proceso de arbi-
traje ante el Centro Internacional de Arreglo 
de Diferencias Relativas a Inversiones (CIA-
DI) del mismo Banco Mundial. 

Las pretensiones de Eco Oro en su de-
manda de arbitraje por medio del Caso No. 
ARB/16/41, exige el pago de 746 millones 
de dólares al gobierno colombiano, argu-
mentando perjuicios a sus inversores priva-
das y la violación del tratado comercial in-
ternacional entre Colombia y Canadá. 

El Comité por el Agua y el Páramo de 
Santurbán acompañado por un equipo de 
Organizaciones No Gubernamentales In-
ternacionales como AIDA, se movilizó pa-
ra presentar un Amicus Curiae, como ale-
gato donde se presenta la perspectiva de la 
sociedad civil, siendo los ciudadanos direc-
tamente afectados por el proyecto. En su 
petición los accionantes argumentaron ser 
los directamente afectados en el proceso en 
cuestión ya que, el resultado podía tener un 
impacto directo sobre los derechos que re-
presentan y defienden. 

Las posibilidades de presentar argumen-
tos por parte de un tercero en un proceso de 
arbitraje internacional, están mediadas por 
el cumplimiento de un conjunto de reglas 
específicas establecidas por la CIADI. Por 
ejemplo, las solicitudes deben ser presen-
tadas un mes antes del segundo intercam-
bio de alegatos por las partes contendientes 
y, en todos los casos, se estudiará la garan-
tía de no perturbación del procedimiento o 
si conlleva perjuicios indebidos para alguna 
de las partes (CIADI, 2019).

La solicitud presentada por parte del Co-
mité y las ONGs acompañantes fue realiza-
da el 19 de diciembre de 2018, la CIADI res-
pondió a la solicitud a través de la Resolu-
ción Procesal 6. En su respuesta, la CIADI 
rechazó la presentación del Amicus Curiae 
por parte de la sociedad civil organizada 
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en el Comité por el Agua y el Páramo de 
Santurbán, arguyendo que, en la disputa en 
cuestión, son improcedentes y poco perti-
nentes los argumentos relativos al derecho 
internacional de los derechos humanos y al 
derecho al medioambiente sano: 

[…] the Tribunal does not consider that the 
Petitioners have sought to show how genera-
lised issues of human rights, and particular-
ly the right to live in a healthy environment, 
may be said to relate to the scope of the spe-
cificities of this dispute.
29. In coming to this conclusion, the Tribu-
nal first notes the generality of the assertion 
by the Petitioners and the total lack of any 
specificity from the Petitioners as to the re-
levance to the legal scope of the dispute. The 
Petitioners have not even sought to address 
how the matters they wish to raise could as-
sist the Tribunal or the Parties in their work. 
(CIADI, 2019)

Ante la respuesta del tribunal de la CIA-
DI, y convencidos de que el derecho inter-
nacional de los derechos humanos es par-
te fundamental de las obligaciones de to-
das las partes involucradas (sociedad ci-
vil, empresas y Estados), el Comité por el 
Agua y el Páramo de Santurbán solicita-
ron, de manera infructuosa, la intervenci-
ón del Relator Especial de Naciones Unidas 
sobre el derecho al agua potable para que 
se pronunciara sobre el caso o actuara co-
mo mediador (CIEL, 2019). 

En septiembre de 2021 la CIADI dio a 
conocer una primera decisión sobre el caso. 
Al estudiar los cargos presentados por Eco 
Oro por expropiación indirecta, el tribunal 
de arbitrajes reconoció que las medidas to-
madas como producto de los litigios climá-
ticos fueron acordes a la legislación inter-
na y con interés legítimo de proteger el me-

dioambiente. Sin embargo, al estudiar el se-
gundo cargo de Eco Oro sobre “estándar mí-
nimo de trato” el tribunal consideró que la 
demora en la delimitación del Páramo de 
Santurbán, frustró las expectativas de in-
versión sin justificación legítima, lo que im-
pidió un trato justo y equitativo al inversio-
nista extranjero tal y como lo indica el “es-
tándar mínimo de trato”. Por ello, el proce-
so continúa a la espera de la sanción que se-
rá impuesta al Estado colombiano en razón 
del segundo cargo. De la anterior considera-
ción del tribunal de arbitraje podemos esta-
blecer que, aunque reconoce la importancia 
de la protección medioambiental, privilegia 
el interés particular desestimando la victo-
ria sobre participación ambiental conquis-
tada a través del litigio climático a nivel in-
terno y su importancia en la acción colecti-
va frente al cambio climático.  

Además de lo anterior, al aceptar la so-
licitud de arbitraje de Eco Oro ante la CIA-
DI, el Banco Mundial ha abierto una se-
rie de incentivos para demandar al estado 
colombiano, por tomar medidas de protec-
ción de ecosistemas estratégicos y bienes 
comunes, como la prohibición de llevar a 
cabo megaproyectos extractivos en ecosis-
temas de páramos, siendo estas áreas na-
turales de especial relevancia para salva-
guardar de derechos humanos esenciales. 
A partir de la aceptación del caso de Eco 
Oro, la empresa transnacional canadien-
se Red Eagle y Galway Gold también pre-
sentaron demandas de arbitraje contra Co-
lombia, argumentando que sus inversiones 
se vieron afectados. 

En el Caso No. ARB/18/13 Galway Gold 
Inc. vs. República de Colombia registrada 
en 2018, la empresa pretende una indem-
nización de 80 millones de dólares del esta-
do colombiano, como compensación por las 
pérdidas derivadas de las restricciones a la 
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actividad minera en los páramos, lo que ha 
afectado su proyecto aurífero Reina de Oro, 
que pretendía llevarse a cabo en el Páramo 
de Santurbán. 

Por su parte de la empresa canadiense 
Red Eagle interpuso otra solicitud ante la 
CIADI por su proyecto Vetas Gold el cual 
también se llevaría a cabo en el mismo Pá-
ramo de Santurbán. El Caso No. ARB/18/12 
Red Eagle Exploration Limited v. Republic 
of Colombia, pretende una indemnización a 
favor de la multinacional de 87 millones de 
dólares canadienses que cubran la inversión 
y otras posibles compensaciones por parte 
del gobierno colombiano.

Son seis en total los procesos que están 
abiertos contra Colombia, aceptadas por la 
CIADI en los últimos años con demandas 
multimillonarias relacionadas con mega-
proyectos extractivos. De ellas vale la pena 
mencionar un caso más que no se refieren a 
la protección de los páramos, pero que, en el 
actual escenario global, por su trascenden-
cia e implicaciones, merece por lo menos ser 
señalado. Se trata de la solicitud de arbitra-
je interpuestas por la multinacional austra-
liana South 32.   

El Caso No. ARB/20/9 aceptado en 2020 
por la CIADI, es una millonaria demanda de 
la empresa australiana South32 SA Invest-
ments Limited en contra del estado colombia-
no, por el cobro de regalías a la empresa mul-
tinacional relacionada con la explotación de 
una mina de ferroníquel. La mina Cerro Ma-
toso es la mina de ferroníquel a cielo abier-
to más grande del mundo, que ha explotado 
por más de treinta años este mineral en la mi-
na ubicada al norte país con extraordinarias 
ganancias. La empresa ha sido investigada en 
diferentes oportunidades por la Contraloría 
General de la República, en 2013 y 2020 don-
de se ha señalado evasión de pagos o arreglos 
opacos en detrimento de la nación. 

Como antecedente encontramos el 
fallo del proceso de arbitraje Glenco-
re International vs. República de Colombia, 
Caso de la CIADI No. ARB/16/6, donde por 
primera vez la CIADI ordenó a Colombia a 
pagar 19 millones de dólares a la empresa 
demandante. En el caso aceptado por 
la CIADI se adoptó el punto de vista 
de Glencore, que consideró arbitrarias 
sanciones impuestas por la Contraloría 
General de la República en 2015, derivadas 
de una investigación sobre exoneraciones 
en el pago de regalías, que habían sido 
otorgadas a la multinacional en detrimento 
del patrimonio público. A pesar del fallo 
favorable a Glencore, la empresa solicitó 
anular el fallo ya que pretende una 
“indemnización” de 575 millones de dólares 
del estado colombiano. 

Considerando que las regalías son el pa-
go que recibe el Estado por la explotación y 
extracción de los recursos naturales no re-
novables de su territorio, castigar a un es-
tado por la actuación eficaz de sus organis-
mos de control, parece ir en contravía de los 
presupuestos rendición de cuentas y trans-
parencia impulsados por el Banco Mundial 
en los procesos de reforma del Estado. 
    
Conclusiones

Hasta aquí hemos analizado los litigios 
climáticos y las dinámicas de movilización 
sociolegal por bienes comunes, a través del 
caso paradigmático del Área Natural Pro-
tegida Páramo de Santurbán en Colombia. 
La organización de la acción colectiva para 
la defensa del Páramo de Santurbán en Co-
lombia es emblemática, ya que dio inicio a 
procesos de litigio climático con incidencia 
de alcance nacional para la defensa y pro-
tección de los páramos del país y, en térmi-
nos más amplios, inauguró un ciclo ascen-
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dente de movilización climática y sociolegal 
ambiental en Colombia (HINCAPIÉ, 2020). 

El éxito de la acción colectiva en defen-
sa de los páramos como “bienes comunes” 
es significativa en la medida que: primero, 
por primera vez se reivindicó la utilización 
de un mecanismo de democracia directa co-
mo la Consulta Popular Local para decidir 
sobre grandes proyectos extractivos en bie-
nes comunes ambientales. Segundo, a tra-
vés de mecanismos de movilización socio-
legal directos, indirectos y transnacionales, 
la acción colectiva contribuyó a que los pá-

ramos fuesen reconocidos como ecosiste-
mas únicos, bienes comunes de fundamen-
tal protección para garantizar derechos hu-
manos transgeneracionales, como el dere-
cho humano al agua (Ver Tabla 1). Terce-
ro, los resultados de los litigios climáticos 
en el plano estatal, obligaron a las autorida-
des correspondientes al establecimiento de 
categorías de protección especial como Áre-
as Naturales Protegidas; así como al reco-
nocimiento de la participación ambiental en 
la delimitación y protección de los bienes 
comunes ambientales.   

Tabla 1. Litigios climáticos en la movilización sociolegal por el Páramo de Santurbán 2010-2021

Tipo de Mecanismo / Actor Estrategia- Demanda Efectos

Mecanismos Directos / Comité 
por el Agua y el Páramo de 
Santurbán

Corte Constitucional. 
Movilización socio-legal, acción 
de tutela por democracia 
ambiental. 

Corte Constitucional. Sentencia 
T-361 de 2017. 
Reconocimiento del Derecho a 
la Participación Ambiental para 
la protección de ecosistemas 
estratégicos, a través de la 
consulta y consentimiento como 
resultado de un acuerdo 
razonado, libre e informado de 
la ciudadanía implicada.

Mecanismos Indirectos / 

Congreso de la República 

(Varios)

Corte Constitucional
Apoyo a la Movilización 
Sociolegal, solicitud de 
inconstitucionalidad Plan de 
Gobierno 2014-2018. Protección 
y protección de Páramos. 

Corte Constitucional. Sentencia 
C-035 de 2016 
Prohibición de actividades 
mineras en Páramos.
Cancelación de licencias para 
megaproyectos extractivos en 
dichos ecosistemas.
Reconocimiento de ecosistemas 
estratégicos para garantizar el 
derecho humano al agua y otros 
derechos fundamentales. 
Exigencia de delimitación y 
categorización de Áreas Natural 
Protegida de especial relevancia 
para el país.    
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 Como puede advertirse la acción colec-
tiva en los litigios climáticos para la protec-
ción de ecosistemas de páramos, como bie-
nes comunes fundamentales en Colombia, 
ha sido un proceso exitoso a nivel estatal. 
Sin embargo, los mecanismos transnacio-
nales que fueron agenciados ante el Banco 
Mundial, revelaron las contradicciones in-
ternas de la propia entidad, entre la ofici-
na de rendición de cuentas y transparencias 
(CAO) y las oficinas dedicadas al arbitraje 
internacional de inversiones (CIADI). Mien-
tras el mecanismo de transparencia/rendi-
ción de cuentas dio legitimidad a los argu-
mentos y acción colectiva, el mecanismo de 
arbitraje, desestimó la participación de los 
directamente afectados por el proyecto que 
había incumplido los propios compromisos 
establecidos por el Banco Mundial, como 
quedó demostrado en el informe de la CAO. 
Más grave aún, en la argumentación del re-
chazo a la participación de los afectados, la 

CIADI desestimó el derecho internacional 
de los derechos humanos como un elemen-
to fundamental de consideración para to-
mar las decisiones del caso. 

El caso Eco Oro vs Colombia puede mar-
car un muy importante precedente del Ban-
co Mundial al establecer los límites de la in-
versión, hasta dónde prima la inversión pri-
vada, sea esta extranjera o nacional, frente 
a las medidas de protección medioambien-
tal que garanticen los derechos humanos 
transgeneracionales de miles de personas 
en el contexto global de cambio climático. 

En el actual escenario global de cambio 
climático, degradación ambiental y en me-
dio de las estrategias de recuperación tras el 
escenario Covid 19: ¿Se castigará a los es-
tados y organismos de control por la pro-
tección de derechos humanos y medioam-
bientales de bienes comunes? La actuaci-
ón de la CIADI en el escenario actual y las 
decisiones que tomen estos tribunales pri-

Mecanismos Transnacionales / 
Comité por el Agua y el 
Páramo de Santurbán y ONGs 
acompañantes (AIDA, CIEL).

Banco Mundial - CAO

Movilización Sociolegal ante la 
Comisión Compliance Advisor 
Ombudsman del Banco Mundial /
Solicitud de investigación al CFI 
el Banco Mundial por 
incumplimiento de normas 
internas para financiación de 
proyectos del Banco Mundial en 
el caso del Proyecto Angostura. 

CAO 

Informe de cumplimento por 
parte de Compliance Advisor 
Ombudsman en 2016. 

Retiro de financiamiento por 
parte del Banco Mundial al 
Proyecto Angostura.

Banco Mundial – CIADI

Movilización sociolegal ante el 
Centro Internacional de Arreglo 
de Diferencias Relativas a 
Inversiones CIADI del Banco 
Mundial/ Amicus Curiae en el 
proceso de arbitraje Eco Oro vs 
Colombia Caso ARB/16/41.

CIADI
Rechazo de la CIADI a la 
solicitud de Amicus Curiae al 
desestimar argumentos relativos 
al derecho internacional de los 
derechos humanos y al derecho 
al medioambiente sano. 



645645Movilización Climática Urbana y Poderes Salvajes  
El papel de los derechos humanos en la defensa de bienes comunes

vados será un indicativo fundamental del 
compromiso del Banco Mundial con los 
objetivos globales y sus propios principios 
corporativos. 
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RESUMEN
En este artículo se analiza el papel que 
han tenido los derechos humanos en mo-
vilizaciones climáticas urbanas para la 
protección de ecosistemas de páramos, ca-
racterísticos de la Cordillera de los Andes 
y considerados bienes comunes. A través 
de un estudio de caso profundizo en el 
análisis de la movilización y el papel que 
han jugado las ideas y mecanismos de de-
rechos humanos. Específicamente exami-
no el comportamiento y prácticas en los 
mecanismos de transparencia/rendición 
de cuentas y arbitraje del Banco Mundial, 
al comparar la movilización sociolegal en 
los litigios a nivel interno con dinámicas 
de movilización transnacional y los me-
canismos extraterritoriales de resolución 
de conflictos. 
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ABSTRACT
This article analyzes human rights’ role in 
urban climate mobilization for the protec-
tion of moorland ecosystems, characteris-
tic of the Andes Mountains and considered 
common goods. Through a case study, I 
delve into the litigation analysis and the 
role that human rights ideas and mecha-
nisms have played. Specifically, I examine 
the behavior and practices of the World 
Bank’s transparency/accountability and 
arbitration mechanisms, comparing socio-
-legal mobilization in domestic litigation 
with transnational mobilization dynamics 
and extraterritorial conflict resolution 
mechanisms.
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